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SUMARIO:

Capítulo VII

La organización de la Administración General del
Estado

1. LA ORGANIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL
ESTADO: ESQUEMA GENERAL. A) Excurso: el Gobierno como Administra-
ción. B) Administración Central: Organigrama general. Los Ministerios y su
organización básica. C) Administración periférica: Origen de la Administración
periférica. Las Delegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas y las
Subdelegaciones en las provincias. D) Administración del Estado en el exterior.
E) Administración Consultiva: el Consejo de Estado (remisión). 2. EL SECTOR
PÚBLICO INSTITUCIONAL ESTATAL (I): LA ADMINISTRACIÓN INSTI-
TUCIONAL O INSTRUMENTAL. A) Organismos Autónomos. B) Entidades
Públicas Empresariales. C) Agencias Estatales. D) Autoridades Administrativas
Independientes. E) Otros Entes Públicos con régimen especial. F) Entidades ges-
toras de la Seguridad Social. G) Los consorcios. 3. EL SECTOR PÚBLICO INS-
TITUCIONAL ESTATAL (II): ENTES DE NATURALEZA PRIVADA.
A) Fundaciones Públicas. B) Sociedades mercantiles públicas. 4. LA ADMINIS-
TRACIÓN CONSULTIVA. EN PARTICULAR, EL CONSEJO DE ESTADO.
5. ESTRUCTURA ORGÁNICA BÁSICA DE LOS DIFERENTES MINISTE-
RIOS.

Las playas, parameras

Al rubio sol durmiendo,

Los oteros, las vegas

En paz, a solas, lejos

Los castillos, ermitas,

Cortijos y conventos,

La vida con la historia,

Tan dulces al recuerdo.

(Luis Cernuda)
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1.

a)

b)

c)

d)

LA ORGANIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL
ESTADO: ESQUEMA GENERAL

1. En un Capítulo anterior de esta obra me he referido a la pluralidad de
Administraciones Públicas. Aunque hablemos a veces, a efectos pedagógicos y
simplificadores, de la Administración, no hay, en puridad, una sino varias Admi-
nistraciones. Una constelación de personalidades jurídicas en la que conviven
las Administraciones territoriales (la Administración General del Estado, las
Administraciones de las Comunidades Autónomas, los Entes locales) y las no
territoriales, es decir, aquellas para las que el territorio no es esencial, como
sucede con la llamada Administración Institucional, el conjunto de entes ins-
trumentales con personalidad jurídica pública que han ido creado las diferentes
Administraciones territoriales.

Esa pluralidad de Administraciones y, en definitiva, la enumeración de
Administraciones Públicas españolas se plasma, desde el principio, en la Ley
que, con carácter básico, es decir, general, regula la actividad de todas las Admi-
nistraciones Públicas (la Ley 39/2015, de 1 octubre) y la que se refiere a la
jurisdicción contencioso-administrativa (Ley 29/1998, de 13 julio). En ambos
casos sus primeros artículos hablan de su ámbito de aplicación y dicen que se
entenderá, a sus efectos, por Administraciones Públicas a:

La Administración General del Estado.

Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.

Las Entidades que integran la Administración Local.

Los Organismos y Entidades de Derecho Público dependientes o vin-
culadas a las anteriores, esto es, todo el complejo mundo de personifi-
caciones instrumentales que dependen o se adscriben a las anterior-
mente citadas y que a veces se engloban genéricamente bajo el nombre
de Administración Institucional.

Cada una de esas Administraciones tiene personalidad jurídica propia. La
Administración General del Estado tiene una sola personalidad. Las Adminis-
traciones autonómicas tendrán personalidad cada una de ellas. Las entidades
locales lo mismo. Es decir, el número de personificaciones es grande por más
que las Administraciones más importantes, lógicamente, sean las territoriales,
aquellas para las que el territorio es esencial de manera que no pueden existir
sin él. Cada Administración está internamente estructurada en unidades espe-
cializadas y con capacidad decisoria, es decir, con capacidad para producir efec-
tos jurídicos frente a terceros. A esas unidades internas las denominamos, como
ya sabemos, órganos.
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En este Capítulo me voy a referir a la organización básica de la Administra-
ción del Estado y al Sector Público institucional estatal distinguiendo dentro de
éste lo que son entes con personalidad jurídica pública y, por tanto, Adminis-
traciones (como los Organismos Autónomos, las Entidades Públicas Empresa-
riales y otros entes públicos instrumentales) y lo que son Entes de naturaleza
privada (en particular, las fundaciones y las sociedades mercantiles públicas)
que, al tener esa forma de personificación privada, no son Administración, sin
perjuicio de que, excepcionalmente, como luego se dirá, puedan eventualmente
llevar a cabo algunas potestades públicas. Para finalizar el Capítulo se expondrá,
a efectos meramente ilustrativos, el organigrama básico de los diferentes Minis-
terios.

2. El modelo de la Administración Central basado en la organización minis-
terial, es decir, en Departamentos llamados Ministerios cuyos titulares se reú-
nen en un Consejo de Ministros que preside el Presidente del Gobierno o Pri-
mer Ministro, elegido por el Parlamento, es relativamente reciente. Su origen
se remonta al constitucionalismo o a una etapa anterior muy cercana.

Con anterioridad a la etapa constitucional que en España podemos datar en
la Constitución de Cádiz de 1812 el Gobierno del Estado correspondía directa-
mente al Rey que se rodeaba de una Corte; célula originaria de lo que, andando
el tiempo, se llamará el Consejo. Después la idea misma de gestión colectiva irá
alumbrando algo parecido a lo que hoy llamamos Gobierno, integrado inicial-
mente por los denominados Secretarios de Estado y de Despacho, colaboradores
inmediatos del Rey y cuyo nombre, por cierto, procede etimológicamente de
"secreto" para destacar el sigilo y la prudencia que debían mantener en la gober-
nación de los asuntos de Estado. Tiempo después el nombre de esos regidores
de los asuntos públicos cambiará por el actual de Ministros; un nombre cuyo
origen es también un tanto paradójico. Piénsese que, siendo los máximos cola-
boradores del Rey su nombre, sin embargo, implica un "minus" (ministro) en
contraposición al "magis" de Magistrado, que, sin embargo, acaba reservado bien
a una denominación genérica de autoridad, bien, ya más en concreto, a los que
habrían de ser los titulares de los órganos judiciales.

Los iniciales Secretarios de Estado de Despacho formarán un colegio,
embrión del Consejo de Ministros, caracterizado por la colegialidad y la solida-
ridad ministerial. El Gobierno actúa colegiadamente pero, en tanto que órgano
político y constitucional no cabe aplicarle sin más las reglas de formación de la
voluntad de los órganos colegiados dada la posición de supremacía del Presi-
dente. De manera que las decisiones no son, en realidad, votadas sino asumidas
por el conjunto. Si un Ministro discrepa y esa discrepancia es profunda no le
queda más remedio que dimitir o al Presidente cesarlo, pues no es trasladable
aquí sin más la técnica de las mayorías de los órganos colegiados. Cuestión dis-
tinta es la de la eventual responsabilidad penal en la hipótesis de que se adopten
decisiones que puedan ser delictivas. En tal caso las personas que discrepen
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b)

A)

pueden hacer constar la discrepancia o su oposición con el efecto derivado de la
exención de la responsabilidad penal. Y normalmente, claro es, la subsiguiente
dimisión.

3. En la actualidad, para abordar el estudio, por más que sea sucinto, de la
Administración General del Estado hay que partir de la Constitución y, en con-
creto, de su Título IV dedicado al Gobierno y a la Administración (arts. 97-107).
De esos preceptos importa retener, aunque ya nos consta, el art. 103 según el
cual la Administración "sirve…con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho"
y remite a la Ley la creación y regulación de sus distintos órganos (art. 103.2).

La Constitución no va mucho más allá, no define a la Administración del
Estado por más que, aisladamente, se refiera a alguno de sus órganos. Por
ejemplo, al órgano consultivo principal, el Consejo de Estado, en el art. 107. O
a los representantes del Estado en las Comunidades Autónomas, los Delegados
del Gobierno, que son quienes dirigen los órganos de la Administración del
Estado en el territorio de la Comunidad Autónoma (art. 154). Más allá de esas
prescripciones concretas, la Constitución se limita a decir que la Administración
es dirigida por el Gobierno que ostenta así, como ya se sabe, una doble carac-
terística: ser el máximo órgano de la Administración estatal y, al mismo tiempo,
un órgano constitucional con las consecuencias que se derivan de ello en cuanto
a la aplicación o no del Derecho Administrativo y a las que ya nos hemos referido
ya en otro lugar de esta misma obra.

Son las Leyes, pues, las que configuran la organización de la Administración
General del Estado. Y en ese sentido son dos las normas imprescindibles:

Ley 50/1997, de 27 noviembre, de Organización, Competencia y Fun-
cionamiento del Gobierno (modificada de manera significativa por la
Ley 40/2015, de 1 octubre).

Ley 40/2015, de 1 octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Estas son las Leyes fundamentales que regulan la organización y que se
refieren, únicamente, a la Administración del Estado. A ellas hay que añadir la
Ley 39/2015, de 1 octubre, del Procedimiento Administrativo Común (que es
una Ley básica y, por tanto, aplicable a todas las Administraciones Públicas por
contenerse en ella el régimen jurídico básico común a que se refiere el art.
149.1.18 CE). Y hay que tenerla en consideración también por cuanto, aunque
sea de manera indirecta, en ella hay algunas referencias a cuestiones de carácter
organizativo que se aplican también a la Administración del Estado.

EXCURSO: EL GOBIERNO COMO ADMINISTRACIÓN

1. A la hora de hablar de la Administración General del Estado hay que
empezar mencionando al Gobierno.
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Como reiteradamente se ha dicho y ya nos consta el Gobierno tiene una
naturaleza dual. Es, de un lado, Gobierno, esto es, Poder Ejecutivo, un órgano
constitucional. Pero es también Administración, el órgano en que culmina la
estructura jerárquica de la Administración del Estado. Esa distinción está implí-
cita en el art. 97 CE y conlleva importantes consecuencias según ya se ha seña-
lado en el Capítulo III de esta obra y al que ahora me remito.

Según el art. 98 CE, el Gobierno está compuesto por el Presidente, los
Vicepresidentes, en su caso, los Ministros y "los demás miembros que esta-
blezca la ley". Este inciso, posibilitaba que la segunda figura de los Ministerios,
esto es, los Secretarios de Estado, pudieran formar parte del Gobierno si así lo
disponía la Ley. Pero la Ley que desarrolló este precepto, la Ley del Gobierno
(Ley 50/1997, de 27 noviembre), no hizo uso de esa posibilidad, lo que significa
que el Gobierno estará integrado únicamente por el Presidente, los Vicepresi-
dentes (si los hubiera, y que no tienen necesariamente que ser responsables de
un concreto Ministerio) y los Ministros.

Eso significa que, desde el punto de vista orgánico, Gobierno equivale hoy a
Consejo de Ministros. Equivalencia que no podría sostenerse si los Secretarios
de Estado –que, como es obvio, no son Ministros– formaran parte del Gobierno.
En tal caso habría que distinguir entre el Gobierno en su formación de Consejo
de Ministros y el Gobierno en sentido amplio, incluyendo en la expresión a los
Secretarios de Estado. En resumen, el Gobierno, hoy, lo integran el Presidente,
los Vicepresidentes y los Ministros, que se reúnen en Consejo de Ministros.

El Gobierno, o Consejo de Ministros, es también Administración, como se
ha dicho. Es el máximo órgano de la Administración. En él culmina la organiza-
ción administrativa. Este carácter dual del Consejo de Ministros se proyecta en
el Derecho aplicable. Dicho de otra manera, su actividad está sometida al Dere-
cho Administrativo en tanto en cuanto actúe como Administración Pública.
Sobre la determinación de cuándo sucede eso (básicamente en los actos relati-
vos a las relaciones internacionales o con los otros Poderes del Estado) ya me
he detenido en otro momento de esta misma obra (Capítulos II y III) y a esos
Capítulos me remito ahora, así como a la lectura directa de los arts. 97 y 98 de
la Constitución.

La Ley del Gobierno (Ley 50/1997), una vez establecido qué es el Gobierno
y quiénes forman parte estrictamente de él sintetiza tres principios informado-
res de su funcionamiento:

El principio de dirección presidencial;

El principio de colegialidad y consecuente responsabilidad solidaria; y

El principio departamental que otorga a cada Ministro, titular de un
Departamento, amplia autonomía en su gestión.
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En el art. 5 concreta y enumera las funciones del Consejo de Ministros.
Destacan entre ellas:

Aprobar los proyectos de ley y su remisión a las Cortes

Aprobar los Reales Decretos-leyes y los Reales Decretos Legislativos

Acordar la negociación y firma de Tratados internacionales y remitirlos,
en su caso, a las Cortes Generales conforme a los arts. 94 y 96.2 CE

Declarar los estados de alarma y de excepción y proponer al Congreso
de los Diputados la declaración del estado de sitio

Disponer la emisión de Deuda Pública

Aprobar los reglamentos para el desarrollo y la ejecución de las leyes

Crear, modificar y suprimir los órganos directivos de los Departamen-
tos

Adoptar programas, planes y directrices

El Presidente del Gobierno dirige la acción del Gobierno y coordina la actua-
ción de sus miembros, sin perjuicio de la competencia y responsabilidad directa
de éstos en gestión (arts. 98.3 CE). La Ley del Gobierno concreta también sus
funciones y competencias específicas (art. 2), entre las que cabe señalar las
siguientes:

Representar al Gobierno.

Establecer el programa político del Gobierno y determinar las direc-
trices de la política interior y exterior y velar.

Proponer al Rey, previa deliberación del Consejo de Ministros, la diso-
lución del Congreso.

Plantear ante el Congreso, previa deliberación del Consejo de Minis-
tros, la cuestión de confianza.

Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo, previa
autorización del Congreso de los Diputados.

Convocar y presidir las reuniones ordinarias del Consejo de Ministros.

Refrendar los actos del Rey y someterle, para su sanción, las leyes y
demás normas con rango de ley.

Interponer el recurso de inconstitucionalidad.
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Crear, modificar y suprimir los Departamentos Ministeriales,

Proponer al Rey el nombramiento y cese de los Ministros.

Resolver los conflictos de atribuciones entre los Ministerios.

Los Vicepresidentes del Gobierno, si los hubiera, los designa el Presidente
(art. 100 CE) y tienen como funciones, entre otras, sustituir al Presidente en
su ausencia y las tareas que específicamente les asigne el propio Presidente
(art. 3 de la Ley del Gobierno). A lo largo de la reciente historia constitucional
la figura se ha repetido en los distintos Gobiernos, aunque con perfiles y finali-
dades diferentes. Unas veces la Vicepresidencia ha ido vinculada a algún con-
creto Ministerio por su importancia objetiva (por ej. Economía) y otras ha obe-
decido a la personalidad de quien ostentó el cargo sin tener atribuida una con-
creta responsabilidad ministerial. Puede haber, pues, Vicepresidentes sin
cartera, igual que puede haber Ministros sin cartera, esto es, sin un Ministerio
concreto que gestionar. Igual que puede haber una o varias Vicepresidencias,
como la historia reciente se encarga de ejemplificar. Normalmente, corresponde
a los Vicepresidentes presidir la Comisión General de Secretarios de Estado y
Subsecretarios y el ejercicio de las funciones que le encomiende el Presidente
del Gobierno (entre ellas, a veces, la labor de Portavoz del Gobierno).

Los Ministros son designados libremente por el Presidente del Gobierno
(art. 100 CE). Sin perjuicio de la posibilidad de Ministros sin cartera, los Minis-
tros tienen la responsabilidad de la gestión de un Ministerio y, como Jefes de
sus Departamentos, tienen atribuidas las funciones que enumera, por un lado,
la Ley del Gobierno (art. 4), y, por otro, el art. 61 de la Ley 40/2015, de Régimen
Jurídico del Sector Público.

El art. 4 de la Ley 50/1997 le atribuye, entre otras las funciones más direc-
tamente políticas. Así, desarrollar la acción del Gobierno en el ámbito de su
Departamento de conformidad con los acuerdos adoptados en Consejo de Minis-
tros o las directrices del Presidente; ejercer la potestad reglamentaria en las
materias propias de su Ministerio y refrendar, en su caso, los actos del Rey en
materia de su competencia.

Por su parte, el art. 61 de la Ley 40/2015 se refiere a competencias de gestión
en tanto que órgano superior de la Administración y enumera, entre otras, las
siguientes funciones: fijar los objetivos del Ministerio y aprobar los planes de
actuación del mismo; determinar la organización interna del Departamento;
nombrar y separar a los titulares de los órganos directivos; mantener las rela-
ciones con las Comunidades Autónomas y convocar las Conferencias sectoria-
les; dirigir la actuación de los órganos superiores y directivos, impartirles ins-
trucciones y delegarles competencias propias; revisar de oficio los actos admi-
nistrativos y resolver los conflictos de atribuciones cuando les corresponda;
celebrar contratos y convenios; administrar los créditos y aprobar y compro-
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meter gastos; resolver de los recursos administrativos y declarar la lesividad de
los actos administrativos; otorgar premios y recompensas; conceder subven-
ciones y ayudas con cargo a los créditos del Departamento; y otras similares.

Los miembros del Gobierno se reúnen en Consejo de Ministros o en Comi-
siones Delegadas del Gobierno. Estas Comisiones tienen carácter sectorial y las
competencias que menciona la Ley del Gobierno. Su número y denominación
dependen de lo que acuerde el Consejo de Ministros (art. 6). Las Comisiones
Delegadas del Gobierno actualmente previstas (RD 1/2024, de 9 enero) son las
siguientes:

Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

Consejo de Seguridad Nacional (Comisión Delegada del Gobierno para
la Seguridad Nacional.

Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos de Inteligencia.

Comisión Delegada del Gobierno para el reto Demográfico.

Comisión Delegada del Gobierno para la Agenda 2030.

2. Una vez precisado el ambiguo papel del Gobierno desde la perspectiva
jurídico-administrativa y abordando ya la más concreta y específica figura de la
Administración General del Estado podemos distinguir en ella, a efectos expli-
cativos, entre la Administración u Organización Central (que integra los Minis-
terios y los servicios comunes con sede en la capital de España), la Organización
Territorial o Periférica, esto es, los órganos que se ubican fuera de Madrid (en
las capitales de las Comunidades Autónomas y de las provincias, fundamental-
mente) y, finalmente, la Administración General del Estado en el exterior.

Analizaré de forma sucinta cada una de estas perspectivas.

ADMINISTRACIÓN CENTRAL: ORGANIGRAMA GENERAL. LOS
MINISTERIOS Y SU ORGANIZACIÓN BÁSICA

1. La organización fundamental de la Administración Central (en realidad,
órganos centrales de la Administración General del Estado) está articulada de
la siguiente manera (art. 55.2 Ley 40/2015):

Órganos Superiores:

Los Ministros (a la cabeza de un Ministerio)

Los Secretarios de Estado

Órganos directivos:
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Los Subsecretarios y Secretarios Generales

Los Secretarios Generales Técnicos y Directores Generales

Los Subdirectores Generales

Me referiré sucintamente, por separado, a cada uno de ellos.

2. "La Administración General del Estado actúa y se organiza de acuerdo
con los principios establecidos en el art. 3", dice el art. art. 54 de la Ley 40/2015,
de Régimen Jurídico del Sector Público. Ese artículo 3 reitera el postulado
constitucional del art. 103 ("Las Administraciones Públicas sirven con objetivi-
dad los intereses generales y actúan de acuerdo con los principios de eficacia
(…) con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho"), enumera
una serie de principios que han de respetar todas las Administraciones en su
actuación (entre ellos, los principios de servicio y proximidad a los ciudadanos,
simplicidad y claridad, participación y transparencia, buena fe, confianza legítima
y lealtad institucional, eficacia en el cumplimiento de fines y eficiencia en la
asignación de recursos públicos…) y afirma que cada Administración –también
la del Estado, desde luego– "actúa para el cumplimiento de sus fines con per-
sonalidad jurídica única".

Afirmada la personalidad jurídica única de la Administración General del
Estado, el art. 55.1 de la misma Ley dice que la organización de esta Adminis-
tración "responde a los principios de división funcional en Departamentos minis-
teriales y de gestión territorial integrada en Delegaciones del Gobierno en las
Comunidades Autónomas."

Pues bien, la primera división funcional de la Administración la constituyen
los Ministerios. Los Ministerios suponen la fragmentación y especialización de
la gestión pública por grandes bloques o sectores de la actividad; un modelo
organizativo que hunde sus raíces, como ya he señalado más atrás, en la etapa
del constitucionalismo.

El origen remoto de los Ministerios hay que situarlo, aproximadamente, en
el reinado de Felipe V (1683-1746), que importa de Francia el precedente de las
Secretarías de Despacho y crea cuatro, embriones, como he dicho, de los pos-
teriores Ministerios. Eran las Secretarías de Estado (Exteriores), Guerra, Jus-
ticia e Indias, más el Intendente o Controlador General. La Constitución de
Cádiz confirma el modelo previendo en su art. 222 la existencia de siete Secre-
tarios del Despacho (de Estado; Gobernación; Ultramar; Gracia y Justicia;
Hacienda; Guerra y Marina). Aparece luego el nombre de Ministro (y Ministerio
para referirse al órgano) que convivirán un tiempo, indistintamente, con el de
Secretarios de despacho (y Secretarías) hasta la creación del Ministerio de
Fomento en 1832 (Decreto de 5 de noviembre 1832). Este Ministerio puede ser
considerado, en efecto, el primer Ministerio "civil" que pasa luego a denomi-
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narse Ministerio del Interior y del que irán desgajándose, poco a poco, todos los
demás.

Es inevitable citar aquí la figura de Javier de Burgos, a quien me referiré
después también cuando hablemos de la Administración periférica del Estado.
Javier de Burgos fue un liberal afrancesado que se exilió en Francia durante la
llamada "década ominosa" (1823-1833). Desde su exilio dirigió al Rey un famoso
Memorándum o Exposición razonada proponiendo algunas reformas que, final-
mente, pudo implantar cuando, a la muerte de Fernando VII, en 1833, fue lla-
mado al Gobierno, como luego diré. Por lo que hace a la Administración Central
Javier de Burgos apunta, como luego en lo referente a la Administración peri-
férica del Estado, al modelo napoleónico basado en órganos centrales articulados
mediante técnicas de jerarquía, que se proyectaría también a la periferia, como
luego veremos.

Con el modelo genérico y su incipiente aplicación práctica puede decirse que
está naciendo la nueva Administración que llega a nuestros días basada en la
estructura ministerial.

3. Cada uno de los Ministerios abarca uno o varios sectores funcionalmente
homogéneos de la actividad administrativa que, en términos generales, se iden-
tifica en su denominación. La determinación del número, denominación y ámbito
de competencia, hoy, se establecen mediante Real Decreto del Presidente del
Gobierno (art. 57.3 de la ya citada Ley 40/2015).

El número y la denominación de los Ministerios, como ya he dicho, ha sido
una cuestión cambiante que ha dependido de las preocupaciones e intereses
públicos de cada momento y aun de lo que se considerara que eran, en cada
época, las funciones del Estado. Así, desde la inicial estructura mínima de
Ministerios de un Estado no intervencionista en el que no existían más Minis-
terios que los de Hacienda, Gracia y Justicia, Guerra, Estado y Ultramar se ha
pasado al Estado contemporáneo en el que, a partir de la segunda mitad del siglo
XIX y primeras décadas del siglo XX fueron surgiendo todos los Ministerios
"civiles" que después se han consolidado. Así, surge el Ministerio de la Gober-
nación (antecedente del actual de Interior); Agricultura, Industria, Comercio y
Obras Públicas (1847), Instrucción Pública (1900) y otros, trasmutado el de
Fomento en Ministerio de Obras Públicas, nombre que se le da a partir de 1931.
El Ministerio de Obras Públicas (MOP), ya en época más reciente, evoluciona
en sentido contrario, es decir, va acumulando nuevas competencias sectoriales
como el Urbanismo (y se transforma en MOPU), los Transportes o la incipiente
preocupación por el medio ambiente (MOTMA). De modo que del MOP se llegó
al MOTMA pasando antes por el MOPU hasta su desaparición y la recuperación,
otra vez, en los años noventa del pasado siglo, el nombre de Ministerio de
Fomento para el Ministerio inversor por excelente (infraestructuras, puertos,

Manual de Derecho Administrativo

468



aeropuertos, carreteras, transporte, vivienda…), nombre recientemente tras-
mutado en Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana.

A lo largo del último medio siglo aparecen Ministerios de muy diversa deno-
minación: Vivienda; Información y Turismo; Educación; Sanidad; Industria;
Trabajo y Seguridad Social; Cultura; Medio Ambiente; Administraciones Públi-
cas; Servicios Sociales, etc., exponente como digo de los cambios sociales. Se
puede, pues, seguir en cierto modo esos cambios siguiendo las denominaciones
ministeriales. Por ejemplo, ¿quién iba a pensar en un Ministerio de Medio
Ambiente en la primera mitad del siglo XX?, O en uno de Seguridad Social en
la misma época e incluso en un Ministerio de Igualdad en tiempos aún más
recientes.

A título de mero ejemplo se puede describir ahora en el cuadro adjunto la
estructura y organización comparada del Gobierno en los últimos diez o doce
años: el último Gobierno del Partido Popular (2011-2018) y el actual Gobierno
de coalición PSOE-Sumar (2024). En el cuadro que sigue se pueden observar
las similitudes y las diferencias tomando como referencia y contraste los RRDD
415/2016, de 3 noviembre (que actualiza y cambia el primitivo RD 1823/2011,
de 21 diciembre) y 829/2023, de 20 noviembre, donde se contemplaban los
siguientes Ministerios.

ESTRUCTURA ORGANIZATIVA DE LOS ÚLTIMOS GOBIERNOS DE ESPAÑA

(2011-2023)

MINISTERIOS

ULTIMO GOBIERNO DEL PP (2016)

RD 415/2016, de 3 noviembre

GOBIERNO PSOE/Sumar (2024)

RD 829/2023, de 20 noviembre

Asuntos Exteriores y Cooperación Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación

Justicia Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes

Defensa Defensa

Hacienda y Función Pública Hacienda y Función Pública

Interior Interior

Fomento Transportes y Movilidad Sostenible

Educación, Cultura y Deporte Educación, Formación Profesional y Deportes

Empleo y Seguridad Social Trabajo y Economía Social

Energía, Turismo y Agenda Digital Industria y Turismo
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ESTRUCTURA ORGANIZATIVA DE LOS ÚLTIMOS GOBIERNOS DE ESPAÑA

(2011-2023)

MINISTERIOS

ULTIMO GOBIERNO DEL PP (2016)

RD 415/2016, de 3 noviembre

GOBIERNO PSOE/Sumar (2024)

RD 829/2023, de 20 noviembre

Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio
Ambiente

Agricultura, Pesca y Alimentación

Presidencia y para las Administraciones Territoria-
les.

Política Territorial y Memoria Democrática

Economía, Industria y Competitividad para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico

Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. Vivienda y Agenda Urbana

 Cultura

 Economía, Comercio y Empresa

 Sanidad

 Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030.

 Ciencia, Innovación y Universidades

 Igualdad

 Inclusión, Seguridad Social y Migraciones

 Transformación Digital

 Juventud e Infancia

El RD 1823/2011 contemplaba un Gobierno de trece Ministerios que apenas
cambió en años sucesivos. En 2016 (RD 415/206) el inicial Ministerio de
Hacienda y Administraciones Públicas pasó a ser de Hacienda y Función
Pública; el Ministerio de Industria, Energía y Turismo perdió a Industria (que
se incorpora al Ministerio de Economía y Competitividad) y añadió a su rótulo
la referencia a la Agenda Digital; el de Agricultura incluyó la mención explícita
a la Pesca, que antes no estaba, y finalmente al Ministerio de Presidencia se le
añade la referencia a Administraciones Territoriales (con contenidos compe-
tenciales que en gran medida estaban desde 2011 en Hacienda). Es decir, apenas
cuatro o cinco cambios de carácter interno y de ajustes entre Ministerios, sin
modificar su número ni sus contenidos fundamentales.
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En el RD 829/2023 (y antes en el RD 2/2020, con el que se inauguró la
estructura organizativa del primer Gobierno de coalición PSOE-UP) se con-
templa un Gobierno amplio con 22 Ministerios que acoge Departamentos asig-
nados a los dos partidos coaligados e incluso algunos rótulos novedosos (por
ejemplo, la referencia a la Formación Profesional; la mención a la Movilidad
Sostenible o la Agenda Urbana; la unión del tradicional Ministerio de Trabajo
con el de Economía social; la contemplación de un Ministerio para la Transición
Ecológica y el Reto Demográfico o la previsión de Ministerios de derechos
Sociales y Agenda 2030 o el de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones).
También se opta por decisiones hasta ahora inéditas como la fusión en un único
Ministerio del de Justicia con el anterior Ministerio de Presidencia.

Hay diferencias, pues, pero también la permanencia constante de unos
cuantos Ministerios fundamentales (a los que, a veces, se les llama, de manera
informal, Ministerios de Estado, o sea, los Ministerios políticamente más des-
tacados) como los Ministerios de Exteriores; Justicia; Defensa; Interior o
Hacienda. Y, aunque cambien coyunturalmente de nombre está siempre tam-
bién Educación (con o sin Cultura y Deportes); el viejo Ministerio de Obras
Públicas (denominado luego Fomento, del que deriva también Transportes); el
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (juntos o separados); el de Agricultura;
un Ministerio con competencias ambientales; el Ministerio de Sanidad, hoy ya
clásico, y otros….

4. Al frente de cada Ministerio está el Ministro (o Ministra) cuyas funciones
genéricamente enumeran, según ya se ha dicho, los arts. 4 de la ley 50/1997,
del Gobierno, y 61 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público.
En esencia, cabe decir que los Ministros ostentan la jefatura del Departamento
que dirigen y garantizan las relaciones con los demás Poderes del Estado (en
particular, responden las interpelaciones y preguntas que se les dirigen desde
el Parlamento). Participan –coparticipan– en las decisiones del Gobierno y asu-
men por eso una responsabilidad solidaria por más que, como ya se ha dicho, no
quepa aplicar aquí las reglas de formación de la voluntad de los órganos cole-
giados dado el protagonismo y la posición del Presidente, que es el único que
ha sido elegido por el Parlamento. Las decisiones se toman o asumen en con-
junto y todos responden solidaria y políticamente de todo. Las discrepancias
profundas se saldan con la dimisión o el cese y en el caso de decisiones poten-
cialmente delictivas el Ministro discrepante puede hacer constar su oposición
en el acta correspondiente que servirá para su exoneración.

En la citada Ley 40/2015 se prevé la estructura orgánica tipo de cada Minis-
terio estableciendo una diferenciación entre órganos superiores y directivos.
Según su art. 55.3 los Ministros y los Secretarios de Estado son los órganos
superiores de la organización central, siendo los Ministros los superiores jerár-
quicos directos de los Secretarios de Estado y de los Subsecretarios (art. 60.1).
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Todos los órganos directivos dependen de alguno de estos órganos supe-
riores. Son órganos directivos los Subsecretarios y Secretarios generales, los
Secretarios Generales Técnicos, Directores Generales y los Subdirectores
generales (arts. 63 a 67). Entre ellos se ordenan jerárquicamente de la siguiente
forma: Subsecretario, Director general y Subdirector general. Los Secretarios
generales tienen categoría de Subsecretario y los Secretarios Generales Téc-
nicos de Director General (arts. 64.3 y 65.2 Ley 40/2015).

En la Administración del Estado en el exterior tienen asimismo la conside-
ración de órganos directivos (art. 55.5) los Embajadores y representantes per-
manentes ante Organizaciones internacionales.

Todos los órganos superiores y directivos, excepto los Subdirectores Gene-
rales, tienen la consideración de altos cargos (art. 55.6) a efectos de la legislación
de Incompatibilidades de los miembros del Gobierno y Altos Cargos de la Admi-
nistración (ahora la Ley 3/2015, de 30 de marzo).

Todos los demás órganos administrativos se hallan bajo la dependencia de
alguno de los citados.

La Ley 5/1997, del Gobierno, prevé la existencia de una Comisión General
de Secretarios de Estado y Subsecretarios (art. 8). Esa Comisión, que reúne a los
órganos superiores distintos del Ministro (Secretarios de Estado) y al principal
órgano directivo (Subsecretarios) tiene como principal función el estudio y pre-
paración de los asuntos sometidos luego a la deliberación del Consejo de Minis-
tros.

Hay que citar también como órganos de colaboración horizontal a las Comi-
siones Interministeriales que se conciben como órganos integrados por repre-
sentantes (normalmente con nivel inferior a Ministro) de varios Departamentos
para abordar y resolver asuntos que afecten a varios Ministerios y no sean de
la competencia del Gobierno. Existen varias Comisiones de este tipo.

5. Como acaba de decirse en casi todos los Ministerios existe uno o varios
Secretarios de Estado, aunque su existencia no es obligada. Puede que no haya
ninguno o puede que haya más de uno en función de la complejidad y variedad
de las competencias del Ministerio de que se trate. Se trata, en todo caso, de un
órgano que hoy nada tiene que ver con el que con el mismo nombre existió
históricamente como equivalente a Ministro y que aún subsiste con esa deno-
minación y sentido en otros países (por ej. el Secretario de Estado norteameri-
cano equivale al Ministro de Asuntos Exteriores en otros países).

La figura actual de los Secretarios de Estado en España se inspira más en
los modernos modelos europeos que, con esa denominación u otra similar (por
ej. Viceministros) son órganos superiores que descargan de tareas concretas y
sectoriales a los Ministros. Es, por consiguiente, la segunda autoridad del
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Ministerio. En España se crearon por RD 1558/1977, de 4 de julio, como figura
intermedia entre el Ministro y el Subsecretario, según ya se ha dicho. Su regu-
lación actual está a caballo entre la Ley del Gobierno y la Ley del Sector Público.
La primera los considera órganos de apoyo al Ministro (art 7) y remite a la
segunda la concreción de sus competencias, que se plasman en el art. 62 de esta
última. Según dicho precepto los Secretarios de Estado ostentan las competen-
cias que les delegue el Ministro y, además, dirigen las Secretarías y Direcciones
Generales situadas bajo su dependencia. A tal fin les corresponde, entre otras
funciones, celebrar contratos, conceder subvenciones, resolver recursos, así
como los conflictos de atribuciones que se susciten entre órganos del Departa-
mento y administrar los créditos. Todo ello en los términos de la legislación en
cada caso aplicable.

En la actualidad, aunque son nombrados discrecionalmente con criterios
políticos y de confianza –y pertenecer por tanto a lo que puede denominarse "la
clase política"–, jurídicamente son sólo Administración (lo que, entre otras
cosas, significa que todas sus decisiones son recurribles en vía contencioso-
administrativa) puesto que la Ley del Gobierno ha decidido no hacer uso de la
posibilidad que le otorgaba el art. 98 CE de que formaran parte del Gobierno.
Son, pues, en todo caso, órganos administrativos.

El Subsecretario se configuró inicialmente, cuando no había Secretarios de
Estado, como "el jefe superior del Departamento después del Ministro". En la
actualidad el art. 63 de la Ley 40/2015 señala que ostentan la representación
ordinaria del Ministerio, dirigen los servicios comunes y ejercen las competen-
cias concretas que ese precepto enumera y que son casi todas ellas de carácter
horizontal e instrumental, esto es, de funcionamiento interno (la jefatura del
personal, la inspección de centros y dependencias del Departamento, la gestión
económica y material, la comunicación con los demás Ministerios y con los
Organismos dependientes del Departamento, el asesoramiento jurídico al
Ministro, etc.). Pero difícilmente puede hoy decirse ya que sea el "segundo" jefe
del Departamento tras la aparición de los Secretarios de Estado. En todo caso,
es el primer órgano directivo.

Los Secretarios Generales aparecieron con ese nombre en la hoy derogada
Ley 10/1983, de 16 de agosto, de Organización de la Administración Central del
Estado y vienen a ser como segundos y aun terceros Subsecretarios de carácter
sectorial, a los que se les encomienda a veces la coordinación de varias Direc-
ciones Generales. Se contemplan ahora con carácter excepcional en el art. 64
de la Ley 40/2015 y se equiparan a los Subsecretarios.

Las Direcciones Generales (Directores Generales, si se utiliza la expresión
en términos personales y no orgánicos, que es el que utiliza el art. 66 de la Ley
40/2015) constituyen la pieza básica de la organización del Ministerio y tienen
a su cargo la gestión y responsabilidad de una parcela concreta del Departamento
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("un área funcionalmente homogénea del Ministerio", la Ley) que se suele poder
identificar por su denominación. Sus funciones genéricas vienen establecidas
en el citado art. 66. Así, les corresponde proponer proyectos, dirigir y controlar
su ejecución; impulsar y supervisar las actividades que forman parte de la ges-
tión ordinaria del órgano directivo y velar por el buen funcionamiento de los
órganos y unidades dependientes y del personal integrado en los mismos.

Las Direcciones Generales se suelen dividir, a su vez, en otras unidades
llamadas Subdirecciones generales, responsables inmediatos de la ejecución de
los proyectos, objetivos o actividades que les sean asignados, así como de la
gestión ordinaria de los asuntos de la competencia de la Subdirección, como dice
ahora el art. 67 de la Ley 40/2015.

Las Subdirecciones generales, a su vez, se pueden dividir en Servicios, Sec-
ciones y Negociados, unidades todas ellas que siguen una estructura escalonada
conforme al modelo jerárquico.

La Secretaría General Técnica, presente también en todos los Ministerios,
se concebía en la anterior normativa como un órgano de carácter horizontal con
funciones de estudio, documentación, programación y asesoramiento. Sus fun-
ciones genéricas las enumera hoy el art. 65 de la Ley 40/2015 en términos simi-
lares (estudio de la producción normativa, asistencia jurídica y publicaciones).
Sin embargo, la aparición de los Gabinetes de los Ministros ha dejado a la Secre-
taría General en una situación ambigua de perfiles poco nítidos. Su titular tiene
categoría de Director General.

En los Ministerios existen también numerosos órganos colegiados con fun-
ciones consultivas y de composición muy diferente. En algunos casos están
integrados sólo por representantes del Departamento, pero en muchas otras
ocasiones se da entrada también a representantes de sectores sociales para
fomentar su participación en las funciones públicas. Adoptan diversos nombres
(Consejos, Comisiones, Observatorios o Comités).

Singular importancia tienen los Gabinetes de los Ministros y Secretarios de
Estado. Se regulan ahora en la Ley del Gobierno (art. 10) y se conciben como
órganos de apoyo político y técnico inmediato, que realizan funciones que la Ley
ambiguamente denomina de confianza y asesoramiento especial. Se integran
por personal de confianza política que nombran y cesan libre y discrecional-
mente los Ministros y Secretarios de Estado. Cesan también cuando cesa la
persona que los nombró. Las normas concretas que, en cada cambio de
Gobierno, fijan la estructura orgánica básica de los Departamentos Ministeria-
les, contemplan el número máximo de miembros del Gabinete y su organización.
Suele haber un Director del Gabinete y varios asesores (en torno a 5 en el caso
de los Gabinetes de los Ministros y 3 en el de los Secretarios de Estado). En
todo caso, lo que importa reiterar es que los Gabinetes no forman parte de la
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estructura de la Administración propiamente dicha y, en consecuencia, no son
órganos administrativos. Como dice el citado art. 10 de la Ley 50/1997, los
Gabinetes "prestan su apoyo a los miembros del Gobierno y Secretarios de
Estado en el desarrollo de su labor política, en el cumplimiento de las tareas de
carácter parlamentario y en sus relaciones con las instituciones y la organización
administrativa". Son, por eso, como se ha dicho, la frágil pasarela que une la
Administración a la política.

6. Dentro de los Ministerios la estructura interna está formalmente jerar-
quizada, según ya se ha dicho. En principio, puede decirse que tal jerarquía
existe entre las Secretarías de Estado, las Subsecretarías (y Secretarías Gene-
rales) y las Direcciones Generales, pero puede suceder que haya Secretarías
Generales o incluso Direcciones Generales que no dependan de una Secretaría
de Estado sectorial sino directamente del propio Ministro. Pero la regla general
es, como ya se ha dicho, que los órganos directivos dependan de un órgano
superior (Ministro o Secretario de Estado) y entre ellos se ordenen jerárquica-
mente conforme al esquema ya citado del art. 60 de la Ley 40/2015.

En cualquier caso, los Secretarios de Estado, los Subsecretarios y Secreta-
rios Generales y los Directores Generales son cargos de dirección política.
Todos ellos son considerados Altos cargos a efectos de la Ley 3/2015, de 30 de
marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del
Estado y son nombrados por el Consejo de Ministros a propuesta de los Minis-
tros.

La Ley 40/2015, sin embargo, ha seguido una tendencia que, iniciada en la
anterior Ley 6/1997 (de Organización y Funcionamiento de la Administración
General del Estado) poco a poco se ha ido abriéndose paso en la práctica admi-
nistrativa: la de profesionalizar parcialmente a los cargos directivos. Eso se tra-
duce que si bien el nombramiento de los Secretarios de Estado es totalmente
libre, no sucede lo mismo con casi todos los demás órganos directivos cuyo
nombramiento ha de hacerse "entre funcionarios de carrera del Estado, de las
Comunidades Autónomas o de las Entidades locales" de Grupos superiores o a
los que se exija para su ingreso el título de doctor, licenciado, ingeniero, arqui-
tecto o equivalente. Así, arts. 63.3 (para los Subsecretarios), 65.3 (para los
Secretarios Generales Técnicos), 66.2 (para los Directores Generales) y 67.2
(para los Subdirectores generales) de la Ley 40/2015. Se exceptúan los Secre-
tarios Generales que, como una especie de órgano híbrido cercano al Secretario
de Estado en cuanto coordina varias Direcciones Generales, pueden ser nom-
brados "entre personas con cualificación y experiencia en el desempeño de
puestos de responsabilidad en la gestión pública o privada" (art. 64.3).

El art. 66.2 de la citada Ley prevé una excepción suficientemente genérica
en el caso de los Directores Generales, que normalmente serán nombrados
entre funcionarios, pero el Decreto de estructura orgánica del Departamento
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C)

puede excepcionar la regla en atención a las características específicas de las
funciones de la Dirección General de que se trate. Y en esos casos no es preciso
que la persona titular del cargo tenga la condición de funcionario. Todos los
Gobiernos desde 1997 han hecho un uso más o menos amplio de esa posibilidad
(el RD 1041/2020, de 24 noviembre, contempla, por ejemplo, una veintena de
excepciones) que, en todo caso, puede ser controlada por los tribunales y, de
hecho, así ha sido. En varias ocasiones el Tribunal Supremo ha anulado la pre-
visión de la excepción o el nombramiento de un Director General no funcionario
a instancias de algunos cuerpos de funcionarios especializados. Por lo general,
las razones de la anulación han sido la insuficiente motivación de la excepción
(por ejemplo, la inexistencia de funcionarios especializados en el contenido y
funciones de la Dirección General prevista). Pero también hay que decir que,
en varias ocasiones, tras la anulación, el Gobierno ha vuelto a nombrar a la
misma persona motivando las razones que justificarían nombrar a un no funcio-
nario. Y también por lo general esas explicaciones subsiguientes o a posteriori
han sido consideradas suficientes en sede jurisdiccional.

El art. 67 de la misma Ley, aun manteniendo la exigencia de que los Subdi-
rectores generales sean funcionarios, limita su nombramiento a los de la Admi-
nistración del Estado, posibilitando que lo sean también los de otras Adminis-
traciones "cuando así lo prevean las normas de aplicación".

Por debajo de Director General los demás puestos se cubren, sin excepcio-
nes, entre empleados públicos conforme al sistema de provisión previsto en la
legislación funcionarial. Las Relaciones de Puestos de Trabajo que prevé la Ley
30/1984, de 2 de agosto son las que determinan qué puestos se cubren por el
sistema ordinario (concurso) y cuáles mediante el sistema de libre designación
(pero con publicidad y entre personal ya funcionario).

ADMINISTRACIÓN PERIFÉRICA: ORIGEN DE LA
ADMINISTRACIÓN PERIFÉRICA. LAS DELEGACIONES DEL
GOBIERNO EN LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS Y LAS
SUBDELEGACIONES EN LAS PROVINCIAS

1. Con la expresión Administración periférica o, como dice la Ley 40/2015,
la Organización Territorial de la Administración General del Estado, se alude a
los órganos de dicha Administración cuya competencia no se extiende más que
a una parte concreta del territorio (normalmente una Comunidad Autónoma o
una provincia) y que, por tanto, se localizan fuera de la capital del Estado, en la
periferia. De ahí su nombre. Pero hay que hacer de inmediato una advertencia
acerca de esta ambigua expresión que puede ser objeto de alguna confusión.
Porque no hay "una" Administración periférica. De ahí la ambigüedad del tér-
mino que se utiliza, digo, impropiamente para expresar, sin embargo, algo muy
gráfico. Y es que la expresión se utiliza, como he dicho, para hacer referencia a
los órganos de la Administración del Estado en el territorio, pero que son sólo
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a)

b)

a)

b)

eso, órganos de la Administración General del Estado que es quien tiene, en su
globalidad, personalidad jurídica única.

Los principales órganos periféricos son:

Delegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas (a cuyo
frente estará un Delegado).

Subdelegaciones del Gobierno en las provincias (a cargo de los Subde-
legados del Gobierno, dependientes del Delegado de en la Comunidad.)

Las Delegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas se contemplan
expresamente en el art. 154 de la Constitución. Al frente de la Delegación habrá
un Delegado del Gobierno, que se regula ahora en los artículos 72 y 73 de la citada
Ley 40/2005, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Con anterioridad, la primera regulación de esta novedosa figura contemplada
en la Constitución –y obviamente vinculada al hecho de la división de España
en Comunidades Autónomas– se llevó a cabo por RD 2238/1980, de 10 octubre,
que no estuvo especialmente afortunado al denominar al Delegado del Gobierno
con el muy criticado nombre de Gobernador General. El citado Decreto fue
derogado por la Ley 17/1983, de 16 noviembre, que le dio ya la denominación
actual y que estuvo vigente hasta la recientemente derogada Ley de Organiza-
ción y Funcionamiento de Administración General del Estado (Ley 6/1997, de
14 abril) cuyos arts. 22 y siguientes contemplaban la figura en términos muy
parecidos a como lo hace ahora la vigente Ley 40/2015.

El Delegado del Gobierno, que es considerado órgano directivo con rango
de Subsecretario, tiene también el carácter de alto cargo a efectos de la legis-
lación de incompatibilidades. Es nombrado mediante Decreto del Consejo de
Ministros a propuesta del Presidente del Gobierno y tiene una importancia
grande por cuanto, como reza su título, es el representante del Gobierno en la
Comunidad Autónoma. En tal condición dirige la Administración del Estado en
el territorio autonómico y la coordina, cuando proceda, con la de la Comunidad
Autónoma. Así, el art. 73 de la Ley 40/2015 identifica y sistematiza bien las
funciones de los Delegados del Gobierno que dicho precepto aglutina en cinco
grandes tipos:

Funciones de dirección y coordinación de la Administración General
del Estado y sus Organismos públicos (ejerciendo tareas de impulso,
coordinación y supervisión. Nombra a los Subdelegados del Gobierno
en las provincias).

Funciones de información de la acción del Gobierno e información a los
ciudadanos (promocionando la colaboración en materia de información
con las restantes Administraciones).
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c)

d)

e)

Funciones de coordinación y colaboración con otras Administraciones
Públicas (llevando a cabo relaciones de coordinación y cooperación y
participación en los órganos mixtos que puedan crearse).

Funciones de control de legalidad (resolviendo recursos y en general
velando por el cumplimiento de la legalidad a cuyo efecto interpondrá,
cuando proceda, recursos y otras acciones legales)

Funciones de propuesta e información de políticas públicas (formu-
lando propuestas a los distintos Ministerios).

Además, los Delegados ejercen la potestad sancionadora y expropiatoria en
su ámbito territorial de competencias y protegen el ejercicio de los derechos y
libertades y garantizando la seguridad ciudadana, a cuyo efecto ostentan la jefa-
tura de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad del Estado en la Comunidad Autó-
noma.

La estructura interna de las Delegaciones del Gobierno obedece genérica-
mente a un esquema simple. Existe una Secretaría General de la Delegación de
la que dependerán los distintos servicios o áreas funcionales para la gestión de
los servicios estatales en ellas integrados. Los servicios y áreas se vinculan a
los Ministerios a los que se refieren sus funciones y se organizan en dependen-
cias provinciales y en oficinas de ámbito inferior al provincial. Tradicionalmente
suele haber áreas de Fomento; Industria y Energía; Agricultura; Sanidad; y Alta
Inspección en Educación.

Como órgano de apoyo inmediato al Delegado existirá una Comisión Terri-
torial de asistencia al Delegado del Gobierno (art. 79), integrada por los Subde-
legados del Gobierno de las provincias comprendidas en el territorio de la
Comunidad y los titulares de los órganos y servicios que el Delegado considere
oportuno.

2. La representación del Estado en la periferia (ahora en las Comunidades
Autónomas y en las provincias y antes, cuando no existían aquéllas, sólo en las
provincias) tiene un recorrido histórico mayor y es necesario, por eso, una
mención algo más detallada de su evolución porque en cierto modo es también
la historia de la moderna Administración española.

a) La existencia de órganos periféricos de la Administración estatal parte de
la base de la división del territorio español en ámbitos más pequeños, las pro-
vincias, como disponía el art. 11 de la Constitución de Cádiz ("Se hará una divi-
sión más conveniente del territorio español por una ley constitucional, luego
que las circunstancias políticas de la Nación lo permitan"). Ahí está el origen
reciente de las provincias que se plasma, primero, en el Decreto de las Cortes
de 27 de enero de 1822, sobre división provisional del territorio español en 49
provincias (entre las que aparecían previstas las de Calatayud, Chinchilla, Játiva,
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Vigo y Villafranca) y luego, ya de manera definitiva, en el Real Decreto de 30 de
noviembre de 1833, que contemplaba las actuales provincias en términos que,
salvo pequeños cambios de límites, son las que han pervivido hasta la actualidad
(entonces se contemplaban sólo 49, pero Canarias, que era una provincia, se
dividió en dos en 1927).

El Decreto de 1833 que manda establecer las provincias se justifica en la
convicción real "de que para que sea eficaz la acción de la administración debe
ser rápida y simultánea" y que para ello sus agentes deben estar situados "de
manera que basten a conocer por sí mismos todas las necesidades y los medios
de socorrerlas". Por eso es necesario –dice el Decreto– "la división civil del
territorio, como base de la administración interior y medio de obtener los bene-
ficios que meditaba hacer a los pueblos". En consecuencia, el territorio se divide,
en efecto, en 49 provincias "que tomarán el nombre de sus capitales respectivas,
excepto las de Navarra, Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, que conservarán sus actua-
les denominaciones" (art. 1); división que, además, "no se entenderá limitada al
orden administrativo, sino que se arreglarán a ella las demarcaciones militares,
judiciales y de Hacienda".

Las provincias que crea este Decreto están inspiradas en el modelo depar-
tamental francés que consolidó Napoleón al servicio de la centralización. En
efecto, los iniciales 83 departamentos franceses, que sustancialmente perduran,
se crearon por Decreto de la Asamblea constituyente de 4 de agosto de 1789
(que ya he citado en otro Capítulo de esta obra al hablar de la centralización) con
criterios racionalistas (de hecho se llegó a proponer una división de cuadrados
geométricos) y Napoleón los consolidó poniendo al frente de cada uno de ellos
un delegado gubernamental, el Prefecto, que habría de vivir en la capital del
departamento, normalmente situada en el centro geográfico para permitir a los
habitantes de cualquier lugar del mismo ir y volver en el día a la capital depar-
tamental.

Ese modelo francés es el que inspira el modelo español con la diferencia de
que, de un lado, la división provincial no sigue unos criterios tan racionalistas
como los franceses y tiene razonablemente en cuenta criterios históricos, geo-
gráficos y económicos y, de otro, que el representante del Estado en la provincia
no tiene el carácter fijo y funcionarial del Prefecto.

Ese representante de la Administración central en las provincias se con-
templaba en un Decreto de 23 de octubre de 1833, unos días antes del Decreto
que divide el país en provincias. En él se ordenó la presencia en todas las nuevas
demarcaciones de un representante del Gobierno con el título de Subdelegado
de Fomento. Luego, con la misma fecha de la división provincial, otro Real
Decreto de 30 de noviembre de 1833 dispuso la ejecución inmediata de esa
medida, contempló los Subdelegados que, al modo de los Prefectos franceses,
habría en cada provincia como representantes en ellas del Estado y finalmente
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aprobó una famosísima Instrucción a ellos dirigida en la que se fijan los intereses
que deben cuidar y se les explica lo que tienen que hacer. Todas estas normas
llevan la firma de Javier de Burgos, un ilustrado granadino, como ya adelanté,
exiliado en Francia durante parte del Reinado de Fernando VII, inspirador, ya
que no creador, del Ministerio de Fomento (se creó en vida del Rey, en 1832,
pero a inspiración de la Exposición o memorándum que le envió en 1826 el
propio J. de Burgos sobre los males que aquejaban a España y los medios para
remediarlos y que, a su vez, estaba influido por fórmulas de origen francés, dado
que se había formado en la Administración del Rey José y luego, en su exilio,
había vivido "in situ" la implantación de la Administración periférica francesa).
A la muerte de Fernando VII, en 1833, Javier de Burgos acabó siendo él mismo
Ministro de Fomento cargo desde el que pretendió concentrar –según ha expli-
cado A. Nieto– la tarea de fomentar la riqueza nacional, ejercer las funciones de
policía general y controlar las organizaciones públicas periféricas. En tal sentido
se le considera uno de los "padres" fundadores del Derecho Administrativo o al
menos, si no del Derecho, sí de la moderna Administración.

Con una prosa rica y elegante la Instrucción a los Subdelegados es todavía
un texto de recomendable lectura en el que se pasa revista a los sectores donde
aquéllos habrían de ejercer sus funciones de policía general y sectorial, enten-
dida esta expresión en el sentido ilustrado del siglo XVIII que engloba una idea
negativa de control, seguridad y protección y otra positiva de fomento del bien-
estar. De hecho, el Ministerio de Fomento se le consideraba que debía ser "el
gran taller de la prosperidad nacional". Pues bien, en la Instrucción se habla, así,
de la agricultura "y sus agregados", de la industria, el comercio, la minería, los
Ayuntamientos, la policía general, la instrucción pública, las sociedades econó-
micas, los hospicios y hospitales, las cárceles, las hermandades y cofradías, los
caminos y canales, las bibliotecas y museos, los teatros y espectáculos, el soco-
rro en casos de desgracias públicas, la caza y la pesca, los despoblados y otras
prevenciones de carácter general.

Los Subdelegados de Fomento trocaron su nombre por el de Gobernadores
civiles tras el RD de 13 de mayo de 1834, por el que se crea el Ministerio del
Interior. A partir de entonces y sobre todo en la segunda mitad del s. XIX la
figura del Gobernador civil jugó un destacado papel político tanto en relación
con el control de los Ayuntamientos, carentes de verdadera autonomía, como
en el orden electoral. Sus últimas regulaciones singulares fueron el Decreto de
10 de octubre de 1958 y después de la Constitución el RD 3117/1980, de 22
diciembre.

Pero lo que importa destacar ahora es que la provincia como división terri-
torial, en general, se consolidó como división al servicio de la Administración
central, es decir, como ámbito territorial de prestación de servicios de la Admi-
nistración del Estado.
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b) En este punto hay que hacer un alto para recordar que la provincia tiene
hoy un triple significado. De un lado, es lo que acaba de decirse: un espacio, un
territorio, una circunscripción de la Administración del Estado en la que ésta
presta los servicios respecto de los que aun tenga competencias, que es lo que
fue en su origen y sigue siendo hoy. Un ámbito, en suma, de la Administración
periférica del Estado.

Pero la provincia ahora es también otras cosas. Es la circunscripción elec-
toral para las elecciones generales puesto que diputados y senadores se eligen
por provincias (art. 68.2 CE). Y es también un ente local, con personalidad jurí-
dica, de carácter supramunicipal, gobernado por la Diputación provincial que es
una especie de Ayuntamiento de Ayuntamientos puesto que sus miembros
deben ser Alcaldes o concejales de los municipios de la provincia de que se trate
y cuya función es la prestación de servicios supramunicipales y la ayuda técnica
o económica a los pequeños municipios, como se explica en otro lugar de esta
obra. No es a esta acepción de la provincia a la que ahora nos referimos sino a
la primera: una división territorial del Estado para que la Administración del
Estado lleva a cabo en ella las competencias y atribuciones que le corresponden.

c) Así, pues, la división provincial se consolidó en casi todo el territorio y
fue la referencia posterior de otros órganos de la Administración periférica.

A principios del siglo XX, en efecto, se plantea la posibilidad de que los
Ministerios sectoriales, que han ido naciendo desgajados del inicial único Minis-
terio civil que era el de Fomento (luego denominado de Interior, después de
Gobernación y más tarde otra vez de Interior), tengan delegados propios en el
territorio. Y el ámbito territorial que se elige para los Delegados sectoriales de
los Ministerios es casi siempre el ámbito provincial, que era el más consolidado.
Pronto empiezan a aparecer Delegaciones Provinciales de los distintos Minis-
terios, cuya presencia pronto planteó en seguida el problema de su coordinación
con los Gobernadores civiles que eran, como he dicho, los representantes gene-
rales del Estado.

Ese problema –que ha sido desde entonces permanente y no siempre se ha
resuelto con éxito– supuso un cierto cambio en el papel del Gobernador trans-
formado poco a poco en representante, sobre todo, del Ministerio de la Gober-
nación (o de Interior), jefe de la policía y de las Fuerzas de Seguridad. La pre-
sencia de los Delegados sectoriales de los Ministerios, aunque aligeró de com-
petencias al Gobernador civil, no le restó, sin embargo, protagonismo político,
de modo que durante épocas aún recientes –el período franquista– fue un refe-
rente político fundamental que, junto a otras funciones administrativas y de
representación, asumía, sobre todo, el control de los Ayuntamientos (nombraba
a los Alcaldes y podía suspender los acuerdos municipales) y la jefatura de las
todavía en ese momento denominadas Fuerzas de Orden Público. Por eso, su
nombramiento era discrecional y con criterios exclusivamente políticos.
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d) Tras la Constitución el protagonismo del Gobernador se mantuvo. El RD
3117/1980, de 22 diciembre, que regula su Estatuto, mantiene sus funciones de
dirección de todos los servicios estatales periféricos como representante perma-
nente del Estado, así como la potestad expropiatoria, la facultad de sancionar y el
mantenimiento del orden público. Sin embargo, poco después, la aún vigente Ley
7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen Local, le desposee de las anteriores
potestades de control sobre los Ayuntamientos en la medida en que los arts. 65 y
66 de esa Ley han judicializado las relaciones entre el Estado y las Entidades
locales como plasmación gráfica de la autonomía local. Su papel coordinador de la
Administración periférica del Estado en la provincia se vio disminuido también.
De un lado, por la aparición del Delegado del Gobierno en las Comunidades Autó-
nomas, y, de otro, sobre todo, por la reducción de la Administración periférica del
Estado en las provincias, dado que buena parte de las competencias estatales
pasaron a las Comunidades Autónomas a medida que éstas fueron consolidándose
y asumiendo sus competencias. En tales circunstancias las funciones administra-
tivas del Gobernador civil se podían condensar en sus competencias expropiatorias
y sancionatorias en aplicación de la legislación estatal, aunque el verdadero pro-
tagonismo que seguía manteniendo era el de responsable de las fuerzas de segu-
ridad en su territorio, lo que lo convertía de hecho, como ya he dicho, en una
especie de Delegado del Ministerio del Interior.

Por todo ello y por otro tipo de exigencias políticas la Ley 6/1997 decidió la
supresión de los Gobernadores civiles y su sustitución por un Subdelegado del
Gobierno que ya no nombrará el Consejo de Ministros sino el Delegado del
Gobierno en la Comunidad Autónoma y, además, entre funcionarios de cualquier
Administración a los que se exija para su ingreso titulación superior (y ya no
con la libertad que se deducía de la normativa anterior: cualquier español mayor
de 25 años), lo que dotó al Subdelegado de un perfil más administrativo y pro-
fesional y menos directamente político.

El Subdelegado se concebía en la Ley 6/1997 como órgano directivo depen-
diente de la Delegación del Gobierno en la Comunidad Autónoma, que es la
figura institucional que se realza y en la que se pretende integrar la mayoría de
los servicios territoriales de la Administración del Estado subsistentes. Esos
servicios territoriales eran las denominadas Direcciones Provinciales Departa-
mentales, es decir, órganos periféricos de la Administración del Estado, repre-
sentantes de los diferentes Ministerios que gestionaban las competencias que
aun retenía la Administración estatal y que poco a poco fueron desapareciendo
a medida que fueron pasando al ámbito de responsabilidad de las Comunidades
Autónomas al asumir estas nuevas entidades competencias que hasta ese
momento correspondían al Estado.

e) La Ley 40/2015 sigue el mismo criterio inaugurado en la Ley de 1997 y
regula las Subdelegaciones del Gobierno en sus arts. 74-75. El Subdelegado
representa al Gobierno central en las provincias bajo la dirección del Delegado
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del Gobierno en la Comunidad Autónoma y sustituye, como ya sucedía desde
1997, al desaparecido Gobernador civil.

Los Directores Insulares de la Administración General del Estado (art. 70),
por su parte, son la representación del Estado en las islas que reglamentaria-
mente se determine (hasta ahora en Menorca; Ibiza-Formentera; Lanzarote;
Fuerteventura; La Palma; El Hierro; y La Gomera).

La estructura orgánica de la Subdelegación es similar a la de las Delegacio-
nes del Gobierno en las Comunidades Autónomas: una Secretaría General y
diversas áreas funcionales.

Las competencias concretas de los Subdelegados del Gobierno se contienen
en el art. 75 de la Ley 40/2015, que reiteran en términos genéricos o más concre-
tos, según los casos, las de los Delegados, pero que no es necesario repetir aquí
ahora.

La Ley prevé que se integren en la Delegación del Gobierno los servicios
territoriales de la Administración General del Estado que aún subsistan en las
provincias (porque la mayoría de los servicios que antes prestaba el Estado han
pasado a la competencia de las Comunidades Autónomas), pero permite que
haya casos en los que, por las singularidades de sus funciones o por el volumen
de gestión, resulte aconsejable su dependencia directa de los órganos centrales
correspondientes (art. 71.3).

Esos servicios periféricos de la Administración del Estado, como acaba de
decirse, lógicamente se han ido reduciendo a medida que las Comunidades
Autónomas han asumido como competencias propias todas o parte de las fun-
ciones que aquéllos venían desempeñando con anterioridad.

f) Termina así una etapa de la evolución de la Administración periférica del
Estado. En menos de 200 años se ha pasado por un proceso de su consolidación
en el territorio. Primero en provincias, lo que tiene un componente sociológico no
pequeño de ser o sentirse, por ejemplo, jienense o cordobés, y se traduce en la
figura del Gobernador civil que tanta importancia –política, administrativa y elec-
toral– ha tenido en la historia del país. Luego las provincias dan paso a una división
más amplia –la Comunidad Autónoma– en la que el Estado va a tener presencia
propia al margen de la nueva Administración autonómica y que se plasmará en la
actual figura del Delegado del Gobierno, que subsiste junto con el Subdelegado en
el ámbito provincial. El componente sociológico se reconstruye también, sobre
todo en Comunidades sin tradición anterior y, poco a poco, el sentimiento de sen-
tirse extremeño, es un decir, coexiste con la idea de pertenencia como cacereño
y pacense, lo que no es baladí. Y todo ello va a tener la traducción institucional que
acabo de decir. La Administración periférica del Estado se mantiene aunque,
obviamente, la aparición de nuevos partícipes administrativos protagonistas –las
Comunidades Autónomas– reduce su importancia y entidad.
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D)

E)

2.

ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO EN EL EXTERIOR

Forman parte también de la Administración General del Estado los órganos
de la misma situados en el exterior. El art. 80 de la Ley 40/2015 remite en todo
(composición, organización, funciones, integración y personal) a lo dispuesto en
la Ley 2/2104, de 25 marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, que
distingue los siguientes órganos.

En primer lugar, las Misiones Diplomáticas (permanentes o especiales), que
representan a España ante otros Estados y a cuyo frente está un Embajador. La
Misión Diplomática está integrada por un Jefe de Misión, la Cancillería Diplo-
mática, las Consejerías, Agregadurías, Oficinas sectoriales, Centros Culturales,
así como el Instituto Cervantes; y, a veces, una Sección de Servicios Comunes.

Las Representaciones y Misiones Permanentes, representan al Estado ante
Organizaciones Internacionales, al frente de las cuales está un Representante
Permanente. Especial importancia tiene la Representación Permanente de
España en la Unión Europea.

Las Delegaciones representan a España en Conferencias de Estados o actos
concretos.

Las Oficinas y Agencias Consulares son los órganos encargados del ejercicio
de las funciones consulares y especialmente de prestar asistencia y protección
a los españoles en el exterior. Pueden tener la categoría de Consulado General
y están dirigidas por funcionarios de la carrera diplomática. Puede haber también
Consulados Honorarios. Las Agencias consulares son oficinas dependientes de
una Oficina Consular ubicadas en otras localidades.

ADMINISTRACIÓN CONSULTIVA: EL CONSEJO DE ESTADO
(REMISIÓN)

La misión de asesorar al Poder es muy antigua. La existencia de Consejos
de muy variada índole y finalidad también. En España a lo largo de la historia ha
habido numerosos Consejos siendo en la actualidad el Consejo de Estado el más
importante y el que, además, tiene una concreta previsión constitucional en el
art. 107. Por eso y porque no es exactamente un órgano del Gobierno sino del
Estado me refiero a él con cierto detalle más adelante en un epígrafe separado
de este mismo Capítulo. A ese epígrafe me remito ahora.

EL SECTOR PÚBLICO INSTITUCIONAL ESTATAL (I): LA
ADMINISTRACIÓN INSTITUCIONAL O INSTRUMENTAL

1. Bajo el genérico y en cierto modo equívoco nombre de Sector público
institucional, que es el utilizado ahora por el Título II de la Ley 40/2015, de 1
octubre, se encuadran diferentes Entes de carácter instrumental y diversa natu-
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Este Manual, del que se ha dicho que es un texto original y diferente, plasma la larga experiencia 
de su autor, Catedrático de Derecho Administrativo, con la finalidad de ayudar al lector a enten-
der el Ordenamiento jurídico-público y los postulados culturales que subyacen en él. Un Manual 
que, aunque tiene vida propia, pretende ser también una guía para el manejo de las Leyes Admi-
nistrativas, la conocida edición comentada que, desde hace treinta años, el mismo autor prepara 
para esta Editorial y a la que a veces ahora remite para la siempre recomendable lectura directa 
de las normas.

La obra se articula en 21 Capítulos en los que se aborda la Parte General del Derecho Administra-
tivo adoptando una estructura que supera los márgenes tradicionales de la disciplina. En efecto, 
tras una Introducción sobre el sentido del Derecho y la formación de los juristas, se estudia tanto 
el contexto externo (la Unión Europea) como el marco interno (la Constitución) que condicionan 
todo el Derecho, para abordar después los contenidos tradicionales del Derecho Administrativo 
(el sistema de fuentes, la organización administrativa, la descentralización territorial, la activi-
dad, la responsabilidad, la posición del ciudadano y el sistema de protección de sus derechos, el 
control jurisdiccional, el empleo público, los bienes, la expropiación y las sanciones administrati-
vas) y acabar con una referencia a los cambios producidos en los últimos 40 años y con una bio-
bibliografía de los grandes iuspublicistas españoles (que sirve para considerar la historia como 
componente básico del Derecho). Una sucinta y muy personal selección bibliográfica culmina el 
volumen que, finalmente, termina con un original Anexo final en el que se incluyen numerosos 
datos políticos, institucionales y sociales que sirven, de nuevo, a la finalidad culta y omnicom-
prensiva que inspira toda la obra.




